En la Ciudad de San Isidro, Provincia de Buenos Aires, a los .días de Septiembre de 2013, se reúnen en Acuerdo los señores Jueces de la Sala Primera de la Cámara Primera de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de San Isidro, Dres. Carlos Enrique Ribera y Hugo O.H. Llobera (artículos 36 y 48 de la ley 5.827), para dictar sentencia en el juicio: "Litta, Juan Francisco c/ Mapuche Country Club s/ Reclamo c. Actos de Particulares" y habiéndose oportunamente practicado el sorteo pertinente (arts. 168 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires y 263 del Código Procesal Civil y Comercial), resulta que debe observarse el siguiente orden: Dres. Ribera y Llobera resolviéndose plantear y votar la siguiente: 

CUESTIÓN 

¿Es justa la sentencia apelada? 

VOTACIÓN 

A la cuestión planteada el Dr. Ribera dijo: 

1. La sentencia de fs. 234/237 vta. hace lugar a la demanda por incumplimiento contractual interpuesta por Juan Francisco Litta contra Mapuche Country Club Asociación civil, ordenando a este último a integrar al actor a la categoría de socio activo "C" declarando la validez de los bonos patrimoniales al portador que tiene en su poder, con los beneficios y prerrogativas de los mismos, así como el pago de las expensas al 50% de su valor en relación al inmueble identificado como lotes 1º y 3º quinta 25, desde el día de su adquisición -marzo de 2010- debiendo re-liquidarse las que fueran abonadas al 100% de los valores actuales, lo que se determinará en la etapa de ejecución de sentencia, mediante liquidación pertinente. 

Impone las costas del proceso a la demandada vencida, difiriendo la pertinente regulación de honorarios para su oportunidad. 

2. El referido decisorio es recurrido por la demandada (fs. 238), a cuyo fin expresa agravios (fs. 253/257 vta.) mereciendo respuesta de la actora (fs. 264/5vta.).  

3. Los agravios y su contestación 

i. Se agravia la demandada respecto de varias cuestiones.La primera, es la relativa a la calidad del actor como socio activo "C". Expresa el apelante que el comprador original y adquirente de los bonos patrimoniales que posee el actor, pertenecían a Carlos Guillermo Mendióroz y le fueron transmitidos por los herederos, no individualizados, lo que no le da derecho alguno, ya que aquel al momento de la transmisión no era socio desde hacía 26 años, en ninguna de las categorías admitidas por el Estatuto Social del Country Mapuche, así como tampoco los mencionados bonos se encontraban depositados en la Secretaría del Club. 

Cuestiona en este aspecto, que la sentencia haya dejado de lado "por no aportar nada nuevo" a la pericia contable. Afirma el apelante que de la misma, surge que Mendióroz nunca tuvo el carácter de socio activo en cualquiera de sus categorías, sino que desde el 22 de diciembre de 1970 al 1º de junio de 1974, revistó en la categoría "FC", sigla que significa "familiar de socio C", por lo cual, no revestía calidad de socio activo en cualquiera de sus tres categorías (A, B, y C), tal la referida en el Bono Patrimonial, objeto de reclamo por el actor. 

Agrega que la calidad de socio familiar es aludida en el art. 7 inc.d) del Estatuto Social. 

Señala además que Mendióroz no fue comprador original de los bonos en cuestión y a la época de la transferencia estaba fallecido, por lo que son sus herederos quienes transmitieron al actor, limitados al derecho que tenía Mendióroz, no pudiendo ser más extenso que éste. 

Desde otro ángulo critica la sentencia en cuanto expresa que su parte reprochó al actor no depositar los mentados bonos, pero manifiesta el apelante que no sería coherente esta conducta cuando al mismo tiempo se están desconociendo los derechos que tal posesión otorgaría en caso de reunirse los requisitos para adquirir la calidad de socio activo categoría "C". 

Concluye que, cabe presumir que los bonos patrimoniales transmitidos no estaban depositados porque Mendióroz, quien habría sido su titular pero no era socio de la institución, carecía de derechos. Dice que la admisión del depósito de los mismos por el Country, hubiera implicado desconocer sus disposiciones estatutarias. 

Asimismo vierte su queja en relación a la consideración del fallo acerca de la existencia de incumplimiento contractual.Afirma que en el escenario descripto no cabe responsabilizar a su parte por las expectativas que tenía el actor, y que resultaron frustradas por haberse embarcado por propia voluntad en una operación que no encuadraba en las disposiciones estatutarias. 

ii. Contesta la parte actora y sostiene que la demandada confunde el derecho que debe aplicarse al caso, puesto que quien le vendió los Bonos no le transmitió derechos sino un título que en caso de cumplir el adquirente con los requisitos que dichos documentos llevan implícitos, le otorgan el beneficio de descuento en las expensas mensuales del club Mapuche y los votos que en cada caso explicita. 

Entiende "anecdótico" analizar a quién se compraron los bonos (socio o no socio), ya que son al portador y su tenencia por parte de un socio activo "A", le da vigencia a las prerrogativas que el cartular lleva en su dorso, interpretando que la tenencia en manos de una persona no socia no los anula ni afecta su vigencia, solo que aquella no puede gozar de sus beneficios dado que no tiene la carga de pagar expensas y, desde luego, no vota en las asambleas. 

Aclara que resulta poco feliz la redacción de la definición de la categoría de socio "A" que el Estatuto contiene, inserta en los mismos Bonos de manera parcial, en cuanto que si no es un comprador originario no podría serlo un adquirente posterior. Sin embargo, alega, todos los socios activos "A" a la fecha, no son compradores originarios de fracciones, y el mismo Club les cobra las expensas y los reconoce como tal. 

Destaca que la pericial contable reconoce a Litta como socio activo "A", primer requisito para poder ser socio activo "C". Refiere que los adquirentes de fracciones pasados los 6 meses de la constitución de la asociación o de la firma del boleto, que no se hubieran asociado, deberán abonar la cuota de ingreso para ser socios activos "A". 

Entiende que no surge del Estatuto que se requiera que el socio que posea Bonos Patrimoniales sea comprador originario, tal como sostiene la demandada.Tal calidad solo conlleva el beneficio de no pago de cuota de ingreso. 

Dice que tampoco se exige que quien venda los bonos sea socio, solo que para gozar de los beneficios -descuento en las expensas y votación en la Asamblea- es obvio que debe ser socio. 

Desde otro ángulo argumenta que la demandada omitió mencionar la modificación al Estatuto del Club, del 31/7/2006, el que en su art. 5º in fine, fs. 7, confirma y declara la plena vigencia de los bonos ya emitidos, modificación que señala, resulta de fecha anterior a la adquisición de los bonos y del terreno por parte de Litta. 

Asimismo en cuanto a lo que considera un reproche por parte de la institución a su parte, puntualiza que en la carta documento del 28/10/2010 al Club niega que se hayan depositado los bonos en cuestión. 

Agrega que los requisitos por cumplir por Litta estaban reunidos -ser socio activo "A", tener la cuota al día, acreditar tener bonos y depósito en la Secretaría del Club- por lo que es procedente el beneficio que tales bonos otorgan. 

Concluye que su tenencia, vale título. 

Pide en suma que se rechace la apelación. 

4. Antecedentes 

i. Las presentes actuaciones se inician con la demanda que Juan Francisco Litta interpuso contra Mapuche Country Club a fin de obtener el reconocimiento judicial de la validez de los "Bonos Patrimoniales" emitidos "al portador", reconocidos en su vigencia y beneficios por los Estatutos, sus posteriores modificaciones y actas de Comisión Directiva, teniendo el valor que ellos llevan implícitos, y que por ende, le permiten hacer uso en la actualidad de sus beneficios y prerrogativas, previo cumplimiento de los requisitos exigidos para el poseedor, quien deberá ostentar la categoría de socio activo en dicho club (fs.142/147). 

Pide además "que se le reconozca la calidad de socio Activo "C" conforme modalidades y prerrogativas indicadas en el Estatuto Social de la entidad demandada y el pago de las cuotas sociales -expensas- al 50% de su valor, desde el mes de marzo de 2010 respecto al inmueble/s de su propiedad, con costas" (fs. 142/vta.). 

Expresa que se ha adquirido la propiedad a los sucesores de Mendióroz, y que procedió a depositar los bonos patrimoniales en la Secretaría del Club, a fin de pasar a la categoría de socio activo "C" y mantener el beneficio del 50% de descuento en las expensas que gozaban los anteriores propietarios. Dice que no obstante, el Club le devolvió los bonos entregados a las 72 hs. solicitando que se mantengan en su poder hasta tanto la Comisión Directiva se expida respecto de la categoría de socio requerida. 

Expresa que ante la ausencia de respuesta comenzó un intercambio de cartas documento (16/9/10, 27/9/10, 19/10/10 y 28/10/10), intentándose infructuosamente un acuerdo en reunión de fecha 6/11/10, y audiencia de mediación en el Colegio de Abogados de San Isidro celebrada el 20/12/10. 

Reitera el actor que los títulos son al portador debiendo reconocerse los derechos que los mismos llevan implícitos, los que además pueden ser libremente donados o cedidos a título oneroso. 

No obstante señala que, aquel que no es socio no puede gozar del beneficio de expensas diferenciales, ni de los votos especiales asignados a cada categoría, cobrando relevancia solo para el socio que los detenta y los deposita en la Secretaría del Club, adquiriendo así los beneficios que aquellos otorgan. 

Recuerda que del texto ordenado del Estatuto de fecha 31/7/06, art. 5 in fine, se confirma la vigencia de los bonos ya emitidos, Primera serie, con los beneficios establecidos en los arts. 7 y 8 del mismo. 

Funda su pretensión en el art. 1174 del Código Civil, en los "Bonos Patrimoniales" emitidos por el Country Mapuche (v. fs.144 vta.) y en el art. 320 del CPCC.  

Ofrece prueba. Pide que se dicte sentencia favorable, con costas. 

ii. A su turno, contesta demanda Mapuche Country Club (fs. 167/ 171), niega los hechos invocados y reconoce que el actor es socio del Club con categoría "A" en tanto titular del dominio de los lotes nomenclados catastralmente como Cir. VI, Secc. N, Mzana. (quinta) 25, lotes 1 (Mat. 42401) y 25 (Mat. 2661) del Club de Campo Mapuche Country Club. 

Desconoce la aseveración formulada en la demanda en cuanto que todos los anteriores titulares de dominio del bien gozaran del 50% de descuento en el pago de expensas. 

Si bien admite haber recibido una nota por parte del actor, desmiente que haya depositado bono alguno por Secretaría, los que quedaron en poder del interesado hasta que se expidiera la Comisión Directiva. 

Respecto de la calidad de los "Bonos Patrimoniales" y su alegada condición de transmisibilidad al portador, y que le otorga derechos implícitos en tales bonos, expresa que no es exacto. 

Afirma que si bien el Estatuto confiere plena vigencia a los mencionados Bonos, éstos no dan a su poseedor otros derechos que los que el título contiene. 

Recuerda que tanto el art. 9 como el 10 del Estatuto confieren a los tenedores de los "Bonos Patrimoniales" determinados derechos, en tanto se cumplan tres recaudos: cumplir con los requisitos para ser socio activo "A", mantener las cuotas al día, tener depositados en Secretaría del Club una cantidad de Bonos Patrimoniales, distinta según se trate de socios activos "B" o "C". 

Además dice que del art.7 del mismo Estatuto vigente al momento de la emisión de los bonos, surge que para ser socio activo "A" se requería ser "comprador original" de un lote de terreno en el Centro Urbano Privado Mapuche Country Club. 

Explica que los Bonos obedecieron en su creación, a la finalidad de adquirir una facción de tierra para desarrollar el futuro plan de obras de la institución. 

Ello explica, agrega, la razón por la cual se circunscribieron los derechos otorgados por el "Bono Patrimonial" a los propietarios originales, lo que es coincidente con lo resuelto por la Comisión Directiva, instrumentado en Acta nº 3, en reunión del 24 de abril de 1973. 

Dice que el actor no es comprador original, conforme a las condiciones de emisión del título, ni éstos se encontraban depositados en la Secretaría del Club. 

Agrega que, aún cuando Mendióroz hubiera transmitido los bonos al actor, aquél no era socio del Club ni tenía los bonos depositados, por lo cual, no podía ejercer los derechos que surgen de los mismos. 

Afirma que, si bien es cierto que el beneficio de reducción en un 50% de las expensas era reconocido, regía respecto de los otros copropietarios que revestían calidad de socios y tenían sus bonos depositados. 

Colige que éstos, confieren derechos personales y no reales, de manera que al no habérsele transmitido al actor, dichas calidades no resultan ejercitables por el mismo, no pudiendo invocarse un derecho más extenso que el que tenía el transmitente (art. 3270 del C. Civil). 

5. Naturaleza de las asociaciones civiles 

Para una mejor interpretación del caso, cabe mencionar que las asociaciones civiles son personas jurídicas de carácter privado que tienen por objeto principal el bien común, poseen patrimonio propio, capacidad por sus estatutos de adquirir bienes, no subsisten exclusivamente de asignaciones del Estado y requieren autorización para funcionar -art. 33, 2° parte, Cód. Civil- (Guillermo Enrique Ragazzi, Asociaciones civiles, simples asociaciones y fundaciones en el Proyecto de Código, LL 2012-F, p.866; Susana Luisa Messina, Alicia Susana Nápoli de Triaca,Consideraciones sobre el bien común como objeto de las asociaciones y fundaciones, LL 1991-D, p. 1297). 

En cuanto a ellas, pueden señalarse algunas diferencias con respecto a la aplicación de la teoría contractualista, ya que "en la asociación no hay -en principio- deudores, ni acreedores. No hay partes, los miembros durante toda la vida de la entidad permanecerán en una situación de igualdad con las mismas prerrogativas y cargas, en principio" (Facundo Alberto Biagosh, Asociaciones Civiles. Doctrina, Jurisprudencia y Legislación, Ed. Ad-Hoc, 2000, p. 175). 

La característica esencial es el elemento subjetivo, conformado por la reunión de personas físicas que la componen y permiten su existencia. 

Este elemento "pasa a ser, a su vez, el órgano de gobierno de la misma cuando aquéllas se organizan y toman sus decisiones, que conformará la que será la voluntad de la persona jurídica, justamente en la asamblea convocada y celebrada de conformidad a las leyes aplicables, a principios generales y a normas estatutarias" (Biagosch, ob. cit. pág. 259). Al igual que en las sociedades anónimas, y en relación a las asambleas, "sus decisiones, en tanto respeten el estatuto y el ordenamiento legal, son obligatorias para todos los socios que deben acatar la decisión de la mayoría y deben ser cumplidas por la comisión directiva" (Ricardo A. Nissen, Curso de Derecho Societario, p. 438). 

El estatuto es el instrumento que representa la voluntad de los miembros presentes en el acto constitutivo o con posterioridad a él, en lo que se refiere a la regulación de la entidad y de sus órganos. 

El estatuto aparecerá entonces como aquel instrumento al que los miembros de la asociación deberán atenerse y respetar como a la ley misma; siempre que dichos estatutos estuviesen aprobados por el órgano administrativo correspondiente (Ley Orgánica 22.315 de la I.G.J., art. 10, inc. a:, Biagosh, ob. cit., pág. 180). 

6.La solución al caso traído. 

i. Los "bonos patrimoniales" emitidos por la asociación civil demandada 

En primer lugar me abocaré a analizar las características de los Bonos Patrimoniales emitidos en su oportunidad por la demandada. 

Para ello es conveniente hacer una breve reseña sobre su creación, analizar el Estatuto que regula el funcionamiento de la institución y las particularidades que surgen de los propios Bonos.

Según la Acta de Asamblea nº 1 (fs. 5/7 o 66/68) celebrada el 18 de abril de 1973, con la presencia de los miembros de la Comisión Directiva de Mapuche Country Club, surge que con motivo de la adquisición de una fracción de terreno para el Club que "por su característica y extensión permite desarrollar el futuro plan de obras de la institución", y a fin de oblar el pago del precio de la venta propuesta por la vendedora Rigel S.A. ($80.000), se dispuso la emisión de la "Primera Serie de Bonos Patrimoniales" hasta el monto indicado, en los términos del art. 5, pto. e) del Estatuto. 

Se propone y aprueba en dicha Asamblea que los Bonos sean impresos dejándose constancia que son "al portador", que no devengan intereses, que es requisito indispensable que el tenedor sea socio de la institución, que para gozar de los descuentos acordados por los arts. 9 o 10 deben permanecer depositados en la Secretaría a cuyo efecto se llevará un libro de registro (fs.6). 

Ahora bien, el Estatuto Social, conforme texto ordenado por Asamblea General Extraordinaria del 31.7.06, aprobado por Resol. de la I.G.J. n° 0001146 del 28.11.06, en tanto rector de la vida de la persona jurídica, establece en su art. 5, pto.e., que "la Entidad, a los efectos de obtener fondos para adquirir o construir bienes sociales de importancia, podrá emitir Bonos Patrimoniales, con las formalidades previstas por la ley 23.576, los que llevarán su valor en moneda corriente, serie y fecha de emisión, y serán firmados por el Presidente, Secretario y Tesorero de la Comisión Directiva" (fs. 21). 

Continúa expresando la norma estatutaria en el artículo que comento, que "los bonos carecerán de valor si su titular no fuere socio activo del Club en cualquiera de las categorías A, B o C. Los Bonos Patrimoniales no devengarán interés alguno; serán intransferibles por actos entre vivos y solamente podrán transmitirse por causa de muerte al cónyuge supérstite, si fuera socio activo al momento del fallecimiento del titular y no podrán otorgar derechos o privilegios en el voto. La emisión de bonos y sus características, serán decididas por Asamblea". 

Por cierto, en relación al último párrafo de la norma, incorporado por la Asamblea Extraordinaria en el año 2006, y que resulta mencionado por la actora en su responde a los agravios vertidos por la demandada, en cuanto que se confirma y declara la plena vigencia de los Bonos ya emitidos, considero que dicha modificación solo expresa que se mantiene la validez de los Bonos Primera Serie, aún hoy, emitidos en el año 1974, y el agregado en nada altera las condiciones de vigencia estatutaria ni el alcance de su impacto respecto de las personas amparadas en la excepción. 

Por otra parte, resulta irrelevante que tal modificación haya sido de fecha anterior a la adquisición de los bonos y del terreno por parte de Litta. 

ii. ¿Son obligaciones negociables? 

Previo a continuar, debo hacer una referencia respecto a si los instrumentos distribuidos por la asociación demandada son obligaciones negociables ya que en el Estatuto social se menciona la ley 23.576 (ref.por la ley 23.962). 

Esta normativa admite que las sociedades por acciones, cooperativas, asociaciones civiles, mutuales, sociedades de economía mixta, sociedades del estado podrán contraer empréstitos mediante la emisión de obligaciones negociables (art. 1). 

Las obligaciones negociables son títulos de crédito o como más actualmente se los denomina títulos valor, cuyas condiciones de emisión deben ser fijadas mediante acta (art. 10), publicarse en el Boletín Oficial e inscribirse en el Registro Público de Comercio correspondiente al domicilio de la emisora. Los títulos deben contener diversos requisitos formales que enuncia la Ley y podrán ser al portador o nominativo, endosables o no. Las obligaciones negociables son títulos ejecutables (art. 29). 

Debo señalar que si bien la citada ley 23.576, promulgada el 19 de junio de 1988, establece que las asociaciones civiles podrán contraer emprést itos mediante su emisión, los Bonos que aquí están en discusión fueron emitidos con anterioridad (año 1974).  

Es decir que cuando se repartieron tales instrumentos, no tenían ley que respaldara su validez como títulos valor y tampoco la adquirieron al modificarse el Estatuto por decisión de la Asamblea Extraordinaria del año 2006, pues además los bonos no cumplen con las formalidades de ley tales como domicilio de la emisora, fecha y lugar de constitución, duración y la publicación respectiva en el Boletín Oficial del contenido del acto de emisión y en el Registro Público (art. 10 Ley de Obligaciones Negociables).  

iii. El estatuto social 

Destaco que los "bonos patrimoniales", concebidos con los beneficios reseñados, entre ellos reducción en el pago de las expensas, sujetos a la condición que su tenedor deba revestir la calidad de socio del Club (v. fs.65) y como veremos, sometidos a las restricciones que el propio estatuto social dispone, carecen de la autonomía y circulación que caracterizan a las obligaciones negociables, ya que al momento que se emitieron (año 1974), como dije no había legislación que los regulara, habiendo sido creados además por la voluntad de las partes que conformaron la asociación civil que nos ocupa, dependiendo de la relación jurídica originaria. 

Estos antecedentes impiden aceptar que tales Bonos son "títulos de crédito" o "títulos valor", y menos aún que contengan un derecho literal y autónomo, toda vez que, por tratarse la ley 23.576 de un régimen sancionado con posterioridad a la emisión de los Bonos, no es posible admitir la aplicación de las nuevas disposiciones legales [ley 23.573], sino el propio régimen constitutivo bajo el cual se constituyó la asociación demandada, situación jurídica que fue reconocida mediante la oportuna inscripción de la autoridad competente y a tenor de la cual se regulaban los derechos y obligaciones de quienes participaron en el club de campo. 

Por ello que aún cuando los Bonos contengan la leyenda al portador, deberá estarse a lo que prevé el Estatuto en cuanto a su transmisibilidad y derechos, que es ley para los asociados. 

Quiero poner de resalto que la emisión de los bonos patrimoniales obedeció a una causa originada hace 40 años, tal la adquisición de una fracción de terreno para desarrollo de la Institución, y como reconocimiento a los aportes dinerarios de los socios activos en sus respectivas categorías B y C. 

A mi entender, y aún cuando nada se ha planteado en autos en tal sentido, atento el tiempo transcurrido desde que se emitieron tales bonos, habida cuenta la incorporación de nuevos socios que deben sostener los gastos por expensas del Club, y las variables económicas imperantes, los beneficios aparecen como un punto conflictivo por el diferente tratamiento de los asociados. 

Pero no obstante ello, el estatuto social se encuentra vigente y es leypara las partes (art. 1197 del Cód. Civil), no surgiendo de los antecedentes reseñados que se hubieran cuestionado o intentado modificar las normas que lo componen. 

Como se ha dicho, en una asociación, los estatutos tienen su punto de partida en los actos de voluntad individual de sus adherentes y constituyen la expresión concreta de la sumisión de todos ellos a un organismo que así se crea. Tanto miembros como autoridades, tienen derechos y deberes, por lo que de la subordinación a las reglas estatutarias aceptadas voluntariamente al ingresar, deriva el poder disciplinario correspondiente. Entonces, una vez aprobado el estatuto, aquéllas gobiernan objetivamente la vida jurídica de la asociación, adaptándose no a los intereses de cada individuo tomado en forma aislada, sino a los intereses colectivos del grupo, que no son menos reales que aquéllos de cada asociado (CNC., Sala L, "Mitnik, Bernardo c/ Soc. Arg. de Autores y Compositores (S.A.D.A.I.C.) s/ordinario"  del 25/10/1995; CNCiv., sala M, "Montero, Belisario E. c. Club Universitario de Buenos Aires" , 7/3/2006, con nota de José María Curá, LL 2006-E, p. 109, LLonline: AR/JUR/1470/2006)). 

Por su parte la Corte Suprema de Justicia en reiterados precedentes ha sentado la doctrina del sometimiento al estatuto social que impide con posterioridad discutir la validez de las disposiciones (Fallos: 310:2117; 312:1076, entre muchos otros). 

Concluyo entonces que de acuerdo a lo expuesto y a las restricciones previstas para la transmisibilidad de los bonos, Juan Francisco Litta, en principio, no se encuentra comprendido entre las personas contempladas por las normas estatutarias. 

iv. Requisito del depósito de los bonos en Secretaría 

A los fines de continuar dilucidando la cuestión planteada, ahora he de analizar si el actor podría quedar amparado por el beneficio establecido por la institución demandada en relación a los socios que revisten la calidad de activos categoría "C", y por tanto tengan depositados sus bonos en la Secretaría del Club. 

De la nota dirigida al Presidente del Mapuche Country Club con fecha 15 de julio de 2010 presentada por Juan Francisco Litta, Adriana Edith Rampoldi y Carolina Litta, a fin de poner en conocimiento que en el mes de marzo de 2010 adquirieron el inmueble individualizado como lotes 1 y 3, quinta 25, perteneciente a la familia Mendióroz, se extrae que a la misma se adjuntaron los mentados bonos -emitidos el 23.4.73, y pertenecían a Carlos Guillermo Mendióroz-, con el fin que fueran depositados en la Tesorería del Club (fs.77). 

Por ende, los bonos estaban en poder de los nuevos adquirentes, habiendo sido transferidos por los sucesores de Mendióroz, quedando en evidencia que tampoco antes de la transmisión se encontraban depositados en la Secretaría del Club. 

Para mayor abundamiento voy a tomar la información brindada por el peritaje contable (fs. 212/213), no observado por ninguna de las partes, en relación al tema. Y es así que el experto constata que "no se verifica el depósito de bonos patrimoniales a nombre de Carlos Guillermo Mendióroz" (fs. 212 vta.). 

Por último, la actora refiere en su demanda que intentó en vano depositar los bonos que recibió al tiempo de la adquisición del inmueble, aunque no obtuvo respuesta favorable de parte del Club, quien alegó la necesidad de consultar el tema con la Comisión Directiva de la institución (fs.142, pto II). 

En conclusión, aún cuando resulte opinable la equidad de la exigencia del depósito de los bonos patrimoniales en Secretaría a fin de tornar exigible la obligación del club de reconocer una quita en el 50% de las expensas, en la especie, no se acredita haber cumplido con dicho requisito, por tanto encontrándose vigentes las cláusulas estatutarias analizadas, corresponde considerar incumplido por parte del socio este requisito esencial para el progreso de su reclamo. 

v. Requisito para el tenedor de acreditar calidad de socio 

Adelanto que tampoco encuentro cumplido este recaudo por parte del accionante. 

Forzoso es reseñar que el Bono Patrimonial, aún cuando se lo imprimió por decisión asamblearia con la leyenda "Bono Patrimonial Al Portador" lleva impresa una nota al pie que limita la validez del mismo, en cuanto sus efectos, a la condición de resultar su tenedor socio del Club. O sea, con el fin de gozar de los descuentos acordados por los arts. 9 y 10 del Estatuto, que como ya quedó dicho, se encuentra plenamente vigente. 

Surge de autos que, aún cuando los sucesores de Carlos Guillermo Mendióroz transfirieron los bonos al actor, aquél, al tiempo que se produce la transmisión hereditaria (art. 3420 C.Civil) no era socio del Club ni tenía los bonos depositados, por lo cual, no podía ejercer los derechos que surgen de los mismos. 

No es sobreabundante mencionar el peritaje contable sobre el punto (fs. 212 vta.). Consigna el experto que "se verifica que Carlos Guillermo Mendióroz se registra en el folio N°1 del Registro de Asociados N°1, con los siguientes datos: N° de matrícula 6/5; fecha de ingreso 22/12/70 c; categoría "FC", familiar de un socio "C" (hijo de los socios Ismael Mendióroz -socio original- {lo aclarado me pertenece} y María S.Jauge de Mendióroz, números de socio 6-00 y 6-01 respectivamente, categoría C1); fecha de egreso:1/06/74 por acta N°19. 

O sea, es cierto como apunta el apelante, que Carlos Guillermo Mendióroz dejó de pertenecer a la institución 26 años antes que sus herederos transfirieran el inmueble, cuya compra y posterior tenencia de los respectivos bonos patrimoniales otorgaron a su padre la calidad de socio activo "C", revistiendo el primero durante su corta suscripción a la entidad, la calidad de "Socio Familiar". 

Sin duda, a más de considerar que por estatuto no estaba permitido transferir los bonos por actos entre vivos, no dándose en la especie el supuesto de excepción contemplado respecto de la cónyuge supérstite, quien tampoco se acreditó que fuera socia activa al momento del fallecimiento del titular, no habiéndose depositado los mismos en época alguna en la Secretaría del Club, considero que debe revocarse la decisión de la Juez de grado anterior. 

7. Propuesta al Acuerdo 

Por las consideraciones precedentemente expuestas y si mi voto fuera compartido, propongo revocar la sentencia y en consecuencia desestimar la demanda interpuesta por Juan Francisco Litta contra Mapuche Country Club, rechazándose la validez y reconocimiento de los Bonos Patrimoniales emitidos por la demandada con fecha 23.4.1973, sin que surtan efecto los beneficios y prerrogativas contempladas por el Estatuto Social del Club, art. 8, en el punto a la reducción de un 50 % del costo de la expensa fija, respecto del actor y en relación al inmueble de su propiedad en dicha institución. 

En cuanto a la asignación de costas de ambas instancias, atento la solución propiciada, deberán ser soportadas exclusivamente por la parte actora en su condición de vencida (art. 68 y cc. del C.P.C.C.)(arts. 33, 3270 y ccs. del C.C., Estatuto Social y arts. 68, 375 y 474 del C.P.C.C.). 

Por todo lo cual y fundamentos expuestos, voto por la NEGATIVA. 

Por los mismos fundamentos que los señalados, el Dr. Llobera votó también por la NEGATIVA. 

Con lo que terminó el Acuerdo dictándose la siguiente 

SENTENCIA: 

Por lo expuesto en el Acuerdo que antecede, y por los fundamentos expresados, se revoca la sentencia dictada a fs. 234/237 vta. y en consecuencia se rechaza demanda por incumplimiento contractual interpuesta por Juan Francisco Litta contra Mapuche Country Club Asociación Civil, imponiéndose las costas de ambas Instancias a la parte actora en su condición de vencida, difiriendo la regulación de honorarios para su oportunidad (art. 31, 51 y ccs. de la ley 8.904). 

Regístrese, notifíquese y devuélvase a la Instancia de origen.   

Carlos Enrique Ribera 

Juez 

Hugo O.H. Llobera 

Juez 

Mariano A. Bonanni 

Auxiliar Letrado
